
El Defensor del Pueblo Andaluz es conocedor de la sobrecarga de trabajo con la que se encuentran 
los servicios sociales comunitarios de toda nuestra Comunidad en la actual situación de pandemia, y en 
especial en zonas desfavorecidas como El Puche o La Fuentecica, donde residen las familias promotoras 
de estas quejas. Precisamente por ello consideramos que desde el Ayuntamiento de Almería se deberían 
adoptar las medidas necesarias para que por parte de los servicios sociales comunitarios se puedan ejercer 
de forma eficaz y adecuada sus competencias, de una importancia trascendental para la prevención de la 
exclusión social.

En el caso de la queja 19/3200 y queja 19/3700, a finales del año 2019 recibimos sendos informes de 
la Delegación de familia, Igualdad y Participación Ciudadana del Ayuntamiento de Almería en los que se 
valoraba que las dos familias afectadas se encontraban en situación de vulnerabilidad o riesgo social, si 
bien no se nos informaba sobre la posibilidad de excepcionar el régimen ordinario de adjudicación de 
vivienda protegida a través del Registro de Demandantes de Vivienda Protegida ni sobre la coordinación 
que se estuviese llevando a cabo entre los servicios sociales y AVRA, de manera que los lanzamientos no 
se produjesen hasta que se pudiera ofrecer a los afectados una alternativa habitacional.

Al cierre del presente Informe Anual estábamos ultimando sendas Resoluciones dirigidas a AVRA y el 
Ayuntamiento de Almería recomendando a ambas administraciones públicas que se coordinen a fin de 
garantizar que los desalojos no se ejecuten hasta que las familias afectadas dispongan de alternativa 
habitacional.

En la queja 20/4133, la interesada se dirigió a esta Institución tras iniciar AVRA un procedimiento de 
desahucio por ocupación de vivienda titularidad de esa Agencia sin título habilitante, tras haber renunciado 
a una vivienda anterior de AVRA. Tras realizar actuaciones tanto con AVRA como con el Ayuntamiento del 
Úbeda, nos informaron que se estaban llevando a cabo los trámites necesarios para la concesión de la 
mencionada vivienda por AVRA. En consecuencia, estimando que la cuestión planteada por la interesada 
se encontraba en vías de solución, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Además de los desalojos de vivienda pública por ocupación en precario, hemos observado otros casos 
de procedimientos de desahucio de personas adjudicatarias de viviendas públicas por incumplimiento de 
sus deberes como tales (queja 20/1420, queja 20/4419, queja 20/3149 y queja 20/5927).

En estos casos, recabamos información de la administración competente a fin de comprobar que el 
desahucio se está llevando a cabo por una causa tasada en la legislación vigente y respetando todas las 
garantías procedimentales, y que se efectúa una coordinación diligente con los servicios sociales a fin de 
que, en caso de encontrarse la familia afectada en situación de vulnerabilidad social, puedan disponer de 
una alternativa habitacional.

1.15.2.1.2. Desahucios de viviendas libres

En la mayoría de las quejas relativas a desahucios, la propiedad de las viviendas es privada, y en no 
pocos casos es de entidades financieras, inmobiliarias, fondos de inversión o sociedades mercantiles. 
Las tramitadas en 2020 son fundamentalmente consecuencia de sentencias recaídas en procedimientos 
judiciales por falta de pago de la renta de alquiler o expiración del contrato, o por ocupaciones sin título 
de viviendas de entidades financieras.

En efecto, tras unos años en los que se produjo una avalancha de ejecuciones hipotecarias, actualmente 
constituyen una minoría las quejas recibidas en esta Institución relativas a desahucios directamente 
derivados de estas. Sí que recibimos, no obstante, casos de antiguos deudores hipotecarios que perdieron 
la propiedad de su vivienda hace años y permanecieron en la misma mediante la firma de un alquiler social 
con la entidad acreedora, la cual posteriormente vendió la propiedad a otra entidad o sociedad (de la cual 
es socia capitalista en un porcentaje importante).

Finalizados estos contratos de alquiler, la nueva propiedad no considera a los residentes como antiguos 
deudores hipotecarios, sino como precaristas y en ocasiones hasta “desconocidos ocupantes de la vivienda”. 
Al desaparecer de escena las entidades financieras que se adjudicaron la vivienda, las familias residentes 
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encuentran más dificultades para reclamar su permanencia en la misma mediante la firma de nuevos 
contratos de alquiler social.

En otros casos hemos observado cómo, finalizados los contratos de alquiler social (ya sea como antiguas 
personas deudoras hipotecarios o como simples arrendatarias), las entidades propietarias de las viviendas 
postergan una nueva firma, alternando el silencio a las demandas de información de las personas interesadas 
con la solicitud continua de documentación a lo largo de los meses que preceden y prosiguen a la finalización 
del contrato, para reclamar posteriormente toda la deuda acumulada e instar judicialmente el desahucio.

Normalmente las personas interesadas en las quejas relativas a desahucios manifiestan carecer de recursos 
económicos suficientes para poder acceder a otra vivienda una vez llegue el momento de la ejecución de la 
sentencia sin ayuda de la administración. En ocasiones son las personas que ejercen la asistencia letrada de 
oficio de estas personas quienes se dirigen a esta Institución alertando del posible desahucio sin alternativa 
habitacional de personas vulnerables (queja 20/6394, queja 20/6497, queja 20/4688, etc.).

En primer lugar, informamos a las personas afectadas sobre los organismos públicos existentes a nivel 
autonómico y municipal que prestan servicios de asesoramiento e incluso intermediación a aquellas unidades 
familiares o convivenciales que se encuentren en situación de especial necesidad asistencial por riesgo de 
pérdida de su residencia o que, una vez perdida, requieran de solución habitacional: tanto las Oficinas 
provinciales de Defensa de la Vivienda del Sistema Andaluz de Información y Asesoramiento Integral en 
materia de Desahucios (SAID) de la Consejería de Fomento y Vivienda, como las oficinas municipales de 
derecho a la vivienda de las que cada vez más ayuntamientos disponen. Estas oficinas suelen trabajar en 
coordinación con los servicios sociales comunitarios, de forma que, llegado el caso de que se ejecute el 
lanzamiento, se pueda facilitar a las personas afectadas una alternativa habitacional.

Cuando las personas interesadas nos trasladan que, tras acudir a los citados organismos, no se ha resuelto 
su problema, procedemos a iniciar actuaciones con las administraciones competentes en la materia, a fin 
de dilucidar qué están haciendo para facilitar su acceso a una alternativa habitacional ante el lanzamiento, 
bien la adjudicación de una vivienda por el procedimiento excepcional de urgente necesidad habitacional, 
bien en alojamientos temporales (pisos compartidos, albergues, hostales), o mediante ayudas económicas 
temporales para contribuir al pago del alquiler de vivienda privada. En este sentido, hemos de señalar que 
observamos cómo cada vez más ayuntamientos están concediendo ayudas del alquiler temporales, tanto 
para hacer frente a nuevos alquileres, como de forma preventiva para evitar procedimientos judiciales de 
desahucio.

Como muestra de la adopción de medidas que evitan el desahucio, podemos citar la queja 20/0490, en 
la que una mujer nos exponía que residía con sus dos hijos menores en la vivienda que había entregado en 
dación en pago a una entidad financiera. Tenía una deuda pendiente por el alquiler social suscrito con dicha 
entidad que ascendía a unos 1.000 euros, por la cual se había instado el desahucio, previsto para el mes de 
marzo de 2020. Sus únicos ingresos en ese momento eran la ayuda por hijo a cargo que recibía cada seis 
meses. Los servicios sociales comunitarios habían emitido un informe de familia en riesgo de vulnerabilidad 
y exclusión social y estaba pendiente de la concesión de una ayuda de emergencia para poder hacer frente 
a la deuda, pero no le aseguraban que pudieran abonársela antes del juicio, por lo que estaba desesperada.

Ante esta situación, realizamos diversas gestiones ante la entidad bancaria implicada, el Área de Bienestar 
Social y Empleo del Ayuntamiento de Sevilla y la Oficina Municipal por el Derecho a la Vivienda (OMDV). 
Finalmente, la entidad propietaria de la vivienda confirmó el abono de la deuda morosa y se paralizaron 
las actuaciones judiciales, por lo que la familia afectada pudo permanecer en la vivienda.

Otro ejemplo de actuaciones de intermediación con entidades bancarias se puede ver en la queja 19/6704, 
en la que el Ayuntamiento de Dos Hermanas intermedió con la entidad financiera propietaria de la vivienda 
de la que los interesados eran antiguos deudores hipotecarios y que había instado el desahucio de estos; 
logró la firma de un alquiler social en la vivienda, a pesar de que no cumplían los requisitos de vulnerabilidad 
social y económica previstos en el Código de Buenas Prácticas, atendiendo a las circunstancias personales 
de aquellos.
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En algunas quejas, cuando no hay un organismo público que desempeñe esa labor o se estime que por 
las circunstancias del caso resulta conveniente, la intermediación con entidades financieras se lleva a 
cabo desde esta Institución. Aunque se trata de empresas privadas que quedan fuera de nuestro ámbito 
de supervisión, trasladamos a las mismas las circunstancias personales y económicas de las personas 
interesadas a fin de que se valoren posibles soluciones al problema habitacional que plantean. Es el caso 
de la queja 19/5034, queja 18/7401, queja 20/3400, queja 19/2273, queja 20/5803, etcétera.

Cuando no se puede impedir la ejecución del lanzamiento, instamos a las administraciones competentes a 
que adopten las medidas necesarias para garantizar una alternativa habitacional, en el mejor de los casos, 
mediante una adjudicación de vivienda pública.

En la queja 19/6811, la interesada nos contaba que, con un 65% de discapacidad, varias enfermedades 
degenerativas y mentales, sin apoyo familiar y con los únicos ingresos de una pensión no contributiva, el 
5 de enero de 2020 tenía que abandonar su vivienda. Había acudido a los servicios sociales para solicitar 
un informe de persona en situación de exclusión social a fin de entregarlo en el Juzgado, pero no le habían 
dado una solución a su problema.

En la tramitación de la queja llevamos a cabo numerosas actuaciones con el Área de Bienestar Social y 
Empleo del Ayuntamiento de Sevilla, Empresa Municipal de Vivienda, Suelo y Equipamiento de Sevilla, 
S.A. (Emvisesa), Oficina Municipal por el Derecho a la Vivienda (OMDV) y Gerencia de Urbanismo del 
Ayuntamiento de Sevilla. Finalmente, los servicios sociales, la OMDV y el Servicio de Patrimonio de 
la Gerencia de Urbanismo se coordinaron a fin de poder dar respuesta al problema de vivienda de la 
interesada, adjudicando a esta una vivienda del citado Servicio en un plazo próximo y solicitando al juzgado 
correspondiente la suspensión del lanzamiento hasta entonces. Sin embargo, el lanzamiento se ejecutó en 
la fecha prevista por lo que, hasta que la interesada pudiera acceder a la vivienda, los servicios sociales la 
alojaron en un hostal. La interesada nos comunicó finalmente que ya se encontraba residiendo en su nueva 
vivienda.

Generalmente, sin embargo, ante la falta de viviendas públicas disponibles, habitualmente las 
administraciones locales conceden a las familias afectadas ayudas económicas de emergencia para facilitar 
el acceso a un nuevo alquiler.

Así fue por ejemplo en la queja 20/5826, en la que una ciudadana nos trasladaba su preocupación por el 
lanzamiento de su vivienda, señalado para el 25 de septiembre de 2020, instado por falta de abono de las 
rentas del alquiler. Según manifestaba, dejó de abonar el alquiler ante la falta de adopción de las medidas 
necesarias para la erradicación de cucarachas en la vivienda por parte de la propiedad.

Desde la Concejalía de Asuntos Sociales del Ayuntamiento de San Fernando (Cádiz) le habían ofrecido la 
posibilidad de negociar con la propiedad, propuesta que aceptó, aunque las condiciones de la vivienda no 
eran adecuadas para vivir en ella. Los servicios sociales habían efectuado un informe de exclusión social y 
estaba inscrita en el Registro municipal de demandantes de vivienda del municipio.

Admitida la queja a trámite y solicitado informe al Ayuntamiento de San Fernando, se nos indicó que se 
le ofreció una ayuda para el acceso a una nueva vivienda recogida en el programa municipal de urgencia y 
emergencia social, con lo cual pudo firmar un contrato de arrendamiento de una nueva vivienda.

En vista de lo anterior, observamos que por parte de la administración municipal se había venido prestando 
una atención y ayuda adecuada dentro de sus competencias y que el asunto por el que acudió a esta 
Institución se encontraba solucionado, por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones, aconsejándole 
que no dejara de colaborar con los servicios sociales comunitarios.

Por último, en algunos casos, ante la falta de actuación de la Administración, hemos debido formular la 
Resolución pertinente, de conformidad con lo establecido en el apartado primero del artículo 29 de la Ley 
9/1983, del Defensor del Pueblo Andaluz. Como ejemplo de ello podemos citar la queja 19/0046, en la que 
una mujer nos contaba que se enfrentaba a una demanda de desahucio si no abandonada la vivienda en la 
que vivía con sus tres hijos tras haberse separado de su marido. Relataba que dejaron de pagar el alquiler 
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tras ser alertados de que la entidad propietaria se encontraba en un procedimiento de ejecución hipotecaria. 
Estaba desempleada y en los servicios sociales no habían podido ayudarla en su necesidad de vivienda.

Iniciadas actuaciones con el Ayuntamiento de Vélez-Málaga (Málaga), se nos informó de las actuaciones 
realizadas por los servicios sociales comunitarios con la interesada, fundamentalmente la posibilidad de 
proporcionarle el apoyo económico necesario, en base a lo que establecen las ordenanzas municipales, para 
buscar una solución habitacional alternativa en caso de que fuera necesario. En consecuencia, solicitamos 
que se nos ampliara dicha información.

Ni la petición de informe ni sus posteriores requerimientos fueron atendidos, mientras que la interesada 
nos informó que había recibido notificación de lanzamiento para el mes de marzo de 2021. En consecuencia, 
formulamos al citado Ayuntamiento Resolución concretada en un Recordatorio del deber legal de 
colaboración con esta Institución y Recomendación para que desde los servicios sociales comunitarios 
se valore la situación familiar y económica de la familia afectada y si la misma se encuentra en situación 
o riesgo de exclusión social, así como las ayudas o recursos públicos que se puedan activar para facilitar 
su acceso a una vivienda en caso de que finalmente se ejecute el lanzamiento de su vivienda actual. Dicha 
Recomendación está a la espera de respuesta.

1.15.2.2. Necesidad de vivienda
La vivienda, no nos cansamos de repetir, constituye la base para poder disfrutar de otros derechos 

fundamentales. Y, a pesar de ello, es inaccesible para cada vez mayor parte de la población que no puede 
con sus propios medios comprar o alquilar una vivienda en el mercado libre, ni tampoco acceder a una 
vivienda protegida, pese a reunir los requisitos para ello, dada la insuficiencia del parque público de 
viviendas y su inadecuación para algunas demandas de vivienda, por ejemplo la de familias unipersonales.

A esto se le añade que muchas personas cuyo medio de vida estaba constituido por empleos precarios no 
asegurados o trabajos en la economía informal, o simplemente no estaban trabajando y no tenían derecho a 
prestaciones, han sido doblemente golpeadas por la pandemia, pues ni han podido obtener recursos durante 
el confinamiento o posteriormente, ni cumplen los requisitos que se han establecido por los gobiernos 
central y autonómico para acceder a muchas de las ayudas aprobadas. Aún cumpliéndolos, lo cierto es 
que la experiencia nos dice que será un pequeño porcentaje el que finalmente resulte beneficiario de las 
distintas ayudas al alquiler de vivienda que han sido convocadas.

Desde la provincia de Jaén una persona nos trasladaba que nunca había necesitado acudir a los servicios 
sociales comunitarios, si bien con el confinamiento tanto ella como su pareja perdieron sus empleos, 
ambos sin estar dados de alta en la Seguridad Social. Por ello, no habían podido acceder a prestaciones 
económicas ni pagar el alquiler y tuvieron que dejar la habitación que tenían alquilada y trasladarse con 
familiares. Tenían una hija pequeña y esperaban otra en pocos meses y afirmaba que los servicios sociales 
no les habían ofrecido ninguna ayuda ante dicha situación (queja 20/2820).

No obstante, como ya alertábamos en anteriores informes anuales, las dificultades para acceder o poder 
mantenerse en una vivienda ya no son exclusivas de los sectores más deprimidos, sino que han alcanzado 
a un sector de la clase media que se encuentra en un peligroso punto intermedio, en el que se sobrepasan 
los límites de ingresos previstos para poder acceder a determinadas ayudas económicas o a alojamientos 
de emergencia, pero no se disponen de recursos suficientes para acceder a una vivienda en el mercado 
libre ni se cumplen los requisitos habitualmente exigidos por las personas arrendadoras (nómina, ingresos 
mínimos, fianza y aval).

Esta situación la observamos por ejemplo en la queja 20/5034, presentada por una mujer pensionista 
que vivía con un hijo con un 65% de discapacidad. Los servicios sociales no habían considerado que se 
encontrasen en riesgo de exclusión social debido a que sus ingresos superaban el baremo previsto a tal 
fin y la derivaron al programa de búsqueda de alquiler apoyado por la ONG Provivienda. Sin embargo, se 
consideraba por esta entidad que no podía acceder a dicho programa porque no disponía de recursos 
estables suficientes para alquilar una vivienda de dos dormitorios en el mercado privado.
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